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En Madrid, a 6 de noviembre de 2.023.

La Sección Vigesimosegunda de esta Audiencia Provincial ha visto, en grado de apelación, los autos sobre
MODIFICACIÓN DE MEDIDAS seguidos bajo el nº 564/2021, ante el Juzgado de Primera Instancia nº 1 de los
de Fuenlabrada, entre partes:
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De una como apelante, Dº.  Adriano , representado por la Procuradora Dª. Cristina Madrigal Bengoechea.

De otra como apelada, Dª.  Mercedes , representada por la Procuradora Dª. Mª. Dolores Porras Mena.

VISTO, siendo Magistrado Ponente Ilma. Sra. Rosario Hernández Hernández.

I.- ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- La Sala acepta y tiene por reproducidos los antecedentes de hecho contenidos en la resolución
apelada.

SEGUNDO.- Con fecha 13 de diciembre de 2021, por el Juzgado de Primera Instancia nº 1 de los de Fuenlabrada,
se dictó Sentencia cuya parte dispositiva es del tenor literal siguiente: "FALLO: Que debo estimar y ESTIMO
PARCIALMENTE la demanda, y en su virtud dictar los siguientes pronunciamientos:

Primero.- Declarar la extinción de la pensión de alimentos respecto de D.  Casiano  ; dejando inmodificadas
el resto de las medidas

Segundo.- No ha lugar a especial pronunciamiento sobre las costas procesales.

Así, por esta mi Sentencia, definitivamente juzgando, lo pronuncio, mando y firmo.

(( Notifíquese esta resolución a las partes, indicándoles que no es firme y cabe interponer recurso de apelación
contra ella del que conocería la Audiencia Provincial de Madrid. En su caso, el recurso de apelación se
interpondrá ante este tribunal dentro del plazo de veinte días contados desde el día siguiente a la notificación.
La admisión del recurso precisará que, al interponerse el mismo, se haya consignado en la oportuna entidad
de crédito y en la "Cuenta

de Depósitos y Consignaciones" abierta a nombre del Juzgado, la cant idad objeto de depósito, de 50 euros,
lo que deberá ser acreditado.

(( Archívese el original de esta resolución en el Libro de sentencias y póngase testimonio literal en los autos
de su razón".

TERCERO.- Notificada la mencionada resolución a las partes, contra la misma, se interpuso recurso de
apelación por la representación legal de Dº.  Adriano , exponiéndose en el escrito presentado las alegaciones
en las que basaba su impugnación.

De dicho escrito se dio traslado a las partes personadas, presentándose por la representación legal de Dª.
Mercedes , escrito de oposición.

Seguidamente se remitieron las actuaciones a esta Superioridad, en la que, previos los trámites oportunos, se
acordó señalar para la deliberación, votación y fallo del presente recurso el día 26 de octubre de los corrientes.

CUARTO.- En la tramitación de este recurso se han observado las prescripciones legales.

II.- FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- La representación procesal de Dº.  Adriano , actor en proceso entablado para la modificación de
efectos adoptados en sentencia de divorcio de 27 de noviembre de 2.013, interpone recurso de apelación
frente a la recaída en la instancia a 13 de diciembre de 2.021, interesando de la Sala la revocación parcial de
la disentida para la extinción de la pensión de alimentos a su cargo y en beneficio del común descendiente
mayor de edad  Damaso .

SEGUNDO.- A los fines de ofrecer una adecuada, en cuanto ajustada a derecho, respuesta judicial a la
problemática así suscitada, parece conveniente recordar que la misma se desenvuelve en el marco, procesal
y sustantivo, regulado por los artículos 775 de la Ley de Enjuiciamiento Civil y 90 y 91, in fine, 100 y 101 del
Código Civil.

Como se ha venido manteniendo en esta misma Audiencia Provincial, sentencia, entre otras muchas de 24
de mayo de 2005, los preceptos que acabamos de citar nos habilitan anómalos cauces de revisión, esto es
al margen del sistema ordinario de recursos, de pronunciamientos judiciales que hayan alcanzado definitiva
firmeza, a especie de derogación, o atenuación, en el ámbito de los procedimientos matrimoniales, del principio
de cosa juzgada en el que, conforme a lo prevenido en los artículos 207 y 222 de la Ley de Enjuiciamiento
Civil, se asienta nuestro sistema procesal. El fundamento de la cosa juzgada radica en la necesidad de evitar
la reproducción indefinida de litigios y de conseguir la estabilidad y seguridad jurídica, en cuanto en un anterior
proceso haya quedado satisfecha la misma pretensión que se propone en el siguiente, pues la mera posibilidad
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de que se produzcan sentencias firmes discrepantes y opuestas entre sí, vulnera la legítima expectativa de
los justiciables de obtener una respuesta única e inequívoca de los órganos encargados de impartir justicia, e
implica, en consecuencia, una quiebra del derecho fundamental a una tutela judicial efectiva ( Sentencias del
Tribunal Constitucional 77/1983, 221/1984 y 242/1992, entre otras muchas).

Y es lo cierto que los referidos artículos 90 y 91 se muestran plenamente respetuosos con dicho precepto, dado
que tan sólo permiten la modificación de los efectos complementarios sancionados en una sentencia firme
en el supuesto de que se hayan alterado sustancialmente los factores que condicionaron su inicial adopción.
Por lo cual, y conforme a una reiterada y pacífica interpretación doctrinal y judicial de tales normas, se exige,
en orden al posible acogimiento de la acción modificativa, la concurrencia de los siguientes requisitos:

1º.- Un cambio objetivo, en cuanto al margen de la voluntad de quien insta el nuevo procedimiento, de la
situación contemplada al tiempo de establecer la medida que se intenta modificar.

2º.- Que dicho cambio tenga suficiente entidad, en cuanto afectando a la esencia de la medida, y no a factores
meramente periféricos o accesorios.

3º.- Que la expresada alteración no sea meramente coyuntural o episódica, ofreciendo, por el contrario, unas
características de cierta permanencia en el tiempo.

4º.- Que el repetido cambio sea imprevisto, o imprevisible, lo que excluye aquellos supuestos en que, al tiempo
de establecerse la medida, ya fue tenida en cuenta una posible modificación de las circunstancias.

TERCERO.- Sentado lo precedente, con carácter previo al examen de la problemática sometida a la
consideración de la Sala, y dados los términos en que se ha planteado la litis en el supuesto de autos, conviene
precisar que respecto a la ausencia de relaciones de las hijas con el progenitor, se ha pronunciado el Tribunal
Supremo en sentencia de 19 de febrero de 2.019, recaída en el recurso número 1.434/2.018, en la que razona:

"1.-  La sentencia de la primera instancia, aunque más extensa en su motivación, no alcanza a encontrar un
encaje normativo a la extinción que acuerda de la pensión alimenticia del padre a favor de los dos hijos mayores
de edad.

Se limita, y de ahí el interés de la sala en que literalmente se recoja en el resumen de antecedentes, a constatar
la negativa de los hijos a relacionarse con el padre, situación de hecho que aparece consolidada, y por la que
éste carece de trato con ellos y conocimiento de la evolución de sus estudios.

De ello colige que, en tales circunstancias, es impropio que subsista la pensión a favor de los alimentistas, por
cuanto se estaría propiciando una suerte de enriquecimiento injusto a costa de un padre al que han alejado de
sus vidas.

2.-  La sentencia de apelación, que es la que aquí se recurre, aunque con motivación más breve, si es la que
se acerca normativamente a la cuestión.

Cita el art. 152 CC , y en concreto el apartado 4 de dicho artículo.

3.-  El arts. 152. 4.º dispone que cesará la obligación de dar alimentos "cuando el alimentista, sea o no heredero
forzoso, hubiese cometido alguna falta de las que dan lugar a desheredación".

Este precepto hay que ponerlo en relación con el art. 853 CC , que prevé que serán también justas causas para
desheredar a los hijos y descendientes, además de las señaladas en el art. 756 con los números 2.º, 3.º, 5.º, y
6.º, los siguientes: "2.ª Haberle maltratado de obra o injuriado gravemente de palabra".

4.-  Entre las iniciativas que propugnan la revisión de la legítima, una de ellas es la tendente a que se extiendan
y modernicen los casos legales de desheredación de los legitimarios, pues las modernas estructuras familiares
propician e incluso no hacen extrañas, situaciones en las que los progenitores han perdido contacto con alguno
o todos de sus hijos.

Otras veces ya no es tanto la pérdida de contacto, sino relaciones entre progenitor e hijo francamente malas.

Estas tensiones no son nuevas, pero hoy día pueden haberse incrementado, pues, con frecuencia, existen
sucesivos matrimonios, que conlleva sucesivos núcleos familiares, con hijos de un vínculo anterior y otros del
posterior, con intereses no siempre uniformes.

5.-  En esta línea de pensamiento el C.C. Cat. ha introducido en el art. 451-17 e ) una nueva causa de
desheredación consistente en la ausencia manifiesta y continuada de relación familiar entre causante y el
legitimario, si es por causa exclusivamente imputable al legitimario.

En nuestro Código Civil no ha existido modificación, y ha sido tradicional que la sala, al ser las causas de
desheredación de naturaleza sancionatoria, las haya interpretado y aplicado de forma restrictiva.
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Sin embargo, ha hecho un esfuerzo para adaptar dichas causas a la actual realidad social.

El punto de inflexión se sitúa en la sentencia 258/2014, de 3 de junio , que califica el maltrato psicológico como
justa causa de desheredación.

Desestimó el motivo del recurso razonando que "aunque las causas de desheredación sean únicamente las
que expresamente señala la ley ( artículo 848 del Código Civil ) y ello suponga su enumeración taxativa, sin
posibilidad de analogía, ni de interpretación extensiva; no obstante, esto no significa que la interpretación o
valoración de la concreta causa, previamente admitida por la ley, deba ser expresada con un criterio rígido o
sumamente restrictivo. Esto es lo que ocurre con los malos tratos o injurias graves de palabra como causas
justificadas de desheredación, ( artículo 853.2 del Código Civil ), que, de acuerdo con su naturaleza, deben ser
objeto de una interpretación flexible conforme a la realidad social, al signo cultural y a los valores del momento
en que se producen.

En segundo lugar, y en orden a la interpretación normativa del maltrato de obra como causa justificada de
desheredación, en la línea de lo anteriormente expuesto, hay que señalar que, en la actualidad, el maltrato
psicológico, como acción que determina un menoscabo o lesión de la salud mental de la víctima, debe
considerarse comprendido en la expresión o dinamismo conceptual que encierra el maltrato de obra, sin que sea
un obstáculo para ello la alegación de la falta de jurisprudencia clara y precisa al respecto, caso de las Sentencias
de esta Sala de 26 de junio de 1995 y 28 de junio de 1993 , esta última expresamente citada en el recurso por la
parte recurrente. En efecto, en este sentido la inclusión del maltrato psicológico sienta su fundamento en nuestro
propio sistema de valores referenciado, principalmente, en la dignidad de la persona como germen o núcleo
fundamental de los derechos constitucionales ( artículo 10 CE ) y su proyección en el marco del Derecho de
familia como cauce de reconocimiento de los derechos sucesorios, especialmente de los derechos hereditarios
de los legitimarios del causante, así como en el propio reconocimiento de la figura en el campo de la legislación
especial; caso, entre otros, de la Ley Orgánica de protección integral de la violencia de género, 1/2004".

La citada doctrina ha sido confirmada por la sentencia 59/2015, de 30 de enero , en la que el maltrato psicológico
que provocó el hijo en la madre al forzarla a donarle la mayoría de su patrimonio se considera como causa de
desheredación.

Hay quienes han resaltado que parece una contradicción que de un lado se afirme que las causas de
desheredación se han de interpretar de forma restrictiva y, de otro, se haga extensión de las previstas, a que se
ha hecho mención.

Creemos que se han de diferenciar dos planos.

De un lado admitir esa extensión de las concretas causas previstas haciendo una interpretación flexible conforme
a la realidad social, al signo cultural y a los valores del momento en que se producen, a la espera de que el
legislador aborde la reforma legislativa para su positivación.

De otro, hacer una interpretación rígida y restrictiva a la hora de valorar la existencia de tales causas, en atención
al espíritu sancionador que las informa. A saber, si tomásemos como referencia el precepto citado del CC Cat., a
la hora de valorar "si es por una causa exclusivamente imputable al legitimario". Esta valoración si ha de hacerse
de forma restrictiva.

Estos dos planos se reflejan también en la sentencia 231/2016, de 8 de abril , que se ocupa de las incapacidades
relativas para suceder, aunque para algún sector sea más exacto hablar de prohibiciones, al aplicar el art. 412-5
CC Cat . y ponerlo en relación con el art. 752 CC .

El artículo 752 CC es una manifestación de la protección que el ordenamiento jurídico proporciona al testador
vulnerable en defensa de su libertad de testar.

Dispone que "no producirán efecto las disposiciones testamentarias que haga el testador durante su última
enfermedad en favor del sacerdote que en ella le hubiese confesado, de los parientes del mismo dentro del cuarto
grado, o de su Iglesia, cabildo, comunidad o instituto ".

Se trata de una norma preventiva que tiene su fundamento en garantizar la total libertad dispositiva del testador,
evitándole sugestiones o captaciones en un trance que le hace vulnerable a las presiones de quien, por razón de
su ministerio, puede ejercer una gran influencia en el ánimo del enfermo.

La jurisprudencia ( SSTS de 25 de octubre de 1928 ; 6 de abril de 1954 ), por tratarse de una disposición que
disminuye la libertad del testador, ha mantenido una interpretación restrictiva, y, por ende, es preciso que la
disposición testamentaria se haya hecho u otorgado por el testador durante su enfermedad postrera y que el
sacerdote favorecido con la disposición del testador le hubiese confesado en ella.
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De la sentencia de 6 de abril de 1954 se infería que no sólo la confesión sino también la asistencia espiritual
podía ser fuente de influencia en la disposición testamentaria del causante.

A ello se añade por la sentencia de 19 de mayo de 2015 , por mor del derecho fundamental de libertad religiosa
y por la aconfesionalidad del Estado, que, por analogía, sea aplicable este precepto a la asistencia espiritual
postrera que se preste al testador por ministros o pastores de cualquier Iglesia, confesión o comunidad no
católica.

De tales criterios, producto de la cambiante realidad social, se hace eco la letra c) del apartado primero del
artículo 412-5 CC catalán que incluye dentro de la rúbrica "inhabilidad sucesoria" como inhábil "el religioso que ha
asistido al testador durante su última enfermedad, así como el orden, la comunidad, la institución o la confesión
religiosa a que aquel pertenece".

Emplea el término "religioso", sin adjetivarlo, y el de "... asistido al testador. . . ", sin mención a la confesión.

Así mismo afloran estos dos planos en la sentencia 422/2015, de 20 de julio de 2017 , que conoció de un supuesto
de revocación de donación por ingratitud.

Fija como doctrina jurisprudencial de la sala que "el maltrato, de obra o psicológico, por parte del donatario hacia
el donante queda calificado como un hecho integrado en la causa de ingratitud contemplada en el artículo 648.1
del Código Civil ".

Para llegar a dicha interpretación y formación de doctrina jurisprudencial sienta su fundamentación en los
siguientes pilares:

(i)En que la doctrina jurisprudencial de esta Sala, SSTS de 3 de junio de 2014 (núm. 258/2014 ) y de 30 de enero
de 2015 (núm. 59/2015 ) la interpretación sistemática del artículo 648.1 del Código Civil , en cuanto al maltrato de
obra o psicológico se refiere, debe realizarse conforme a las siguientes directrices o criterios de interpretación.
En primer lugar, y en orden a la caracterización de la figura, debe precisarse que, aunque las causas de revocación
de la donación sean únicamente las que expresamente contempla la norma ( artículo 648 del Código Civil ), y
ello suponga su enumeración taxativa, sin posibilidad de aplicación analógica, ni de interpretación extensiva; no
obstante, esto no significa que los elementos conceptuales contemplados por la norma, deban ser, asimismo,
objeto de interpretación rígida o sumamente restrictiva.

En segundo lugar, y en la línea de lo anteriormente expuesto, debe señalarse que la doctrina jurisprudencial
de esta Sala a propósito del contenido y alcance del artículo 648.1 del Código Civil , entre otras, STS de 18
de diciembre de 2012 (núm. 747/2012 ), ya ha destacado la interpretación flexible que cabe realizar de este
precepto tanto respecto a la falta de precisión técnica con la que se refiere al concepto de delito y a los concretos
derechos o bienes protegidos ("persona, honra y otros bienes"), por lo que el precepto debe interpretarse, en
sentido laxo, con relación a todo posible delito por el que pudiera resultar ofendido el donante en su gratitud,
como a la innecesariedad que, a tales efectos, se haya producido previamente una sentencia penal condenatoria,
ni tan siquiera que el procedimiento penal se haya iniciado; bastando la existencia de una conducta del donatario
socialmente reprobable, que revistiendo caracteres delictivos, aunque no estén formalmente declarados como
tales, resulte ofensiva para el donante.

Por último, y en tercer lugar, debe concluirse que, de acuerdo con los criterios interpretativos de la realidad social
del momento de aplicación de la norma y su propia finalidad, el maltrato de obra o psicológico realizado por el
donatario debe quedar reflejado como un hecho integrado en la causa de ingratitud del artículo 648.1 del Código
Civil .

(ii) En el marco interpretativo expuesto, no cabe duda de que en la actualidad el maltrato de obra o psicológico
del donatario, como conducta socialmente reprobable, reviste o proyecta caracteres delictivos que resultan
necesariamente ofensivos para el donante. Del mismo modo que su comisión atenta a los más elementales
deberes de consideración y gratitud hacia el donante, dotando de fundamento a la revocación de la donación
por ingratitud como sanción impuesta a los donatarios que infringen dicho deber básico de consideración hacia
el donante.

6.-  Con tal exordio alcanzamos el núcleo del debate, a saber, si la conducta que tenga un hijo mayor de edad
hacia su progenitor puede, en función de su intensidad, amparar que se extinga la pensión alimenticia que recibe
de él o ha de seguir manteniéndose ésta.

Si la causa es una de las previstas para la desheredación no cabe la menor duda de que así sea, por aplicación
del art. 152.4.º CC , en relación con el art. 853...2.º CC .

Pero la interrogante, a efectos de cese de la obligación alimenticia, es si también aquí se podría acudir a una
interpretación flexible de las causas de desheredación conforme a la realidad social.
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7.-  El CC Cat. ( arts. 237-13) prevé como el Código Civil que la obligación de prestar alimentos se extingue por
el hecho de que el alimentado incurra en alguna causa de desheredación.

Lo que sucede es que, como hemos expuesto anteriormente, entre las causas de desheredación contempla (arts.
451-17 e) "La ausencia manifiesta y continuada de relación familiar entre el causante y el legitimario, si es por
una causa exclusivamente imputable al legitimario".

Causa ésta que el Código Civil no recoge.

8.-  Para decidir si tal circunstancia, en su esencia se podría integrar en el art. 853 del Código Civil , por vía de
interpretación flexible de la causa 2.ª, es de interés lo sostenido por la sala sobre la fundamentación del derecho
de alimentos.

La sentencia 558/2016, de 21 de septiembre , citada por la recurrente, afirma que "el derecho de alimentos del
hijo mayor de edad continuado o sobrevenido a la ' extinción de la patria potestad conforme al artículo 93.2 del
Código Civil se apoya fundamentalmente en lo que la doctrina civilista ha denominado "principio de solidaridad
familiar" que, a su vez, debe ponerse en relación con la actitud personal de quien se considera necesitado ( art.
152 C.C ); y de este modo, se concluye que el contenido de la obligación de prestar alimentos respecto de los
hijos mayores de edad se integra sólo por las situaciones de verdadera necesidad y no meramente asimiladas
a las de los hijos menores.

"Por ello en tales supuestos el juez fijará los alimentos que sean debidos conforme a los artículos 142 y siguientes
del Código Civil ( STS de 19 enero 2015, Re. 1972/2013 ), pues como recoge la STS de 12 febrero 2015 , se ha
de predicar un tratamiento diferente "según sean los hijos menores de edad, o no, pues al ser menores más que
una obligación propiamente alimenticia lo que existen son deberes insoslayables inherentes a la filiación, que
resultan incondicionales de inicio con independencia de la mayor o menor dificultad que se tenga para darle
cumplimiento o del grado de reprochabilidad en su falta de atención.

"Tal distinción es tenida en cuenta en la sentencia 603/2015, de 28 octubre ".

La sentencia 184/2001, de 1 de marzo , que también cita la recurrente, ya había dicho que "la obligación de
prestar alimentos se basa en el principio de solidaridad familiar y que tiene su fundamento constitucional en el
artículo 39-1 de la Constitución Española ", así como que, a tenor de lo dispuesto en el art. 3-1 CC , las normas
se interpretarán atendiendo a la realidad social del tiempo en que han de ser aplicadas.

Por ello sería razonable acudir a ese primer plano a que hacíamos referencia, sobre interpretación flexible a
efectos de la extinción de la pensión alimenticia, conforme a la realidad social, al signo cultural y a los valores
del momento en que se producen, en tanto en cuanto el legislador nacional no la prevea expresamente, como
así ha sido prevista en el C.C. Cat.

Como algún tribunal provincial ha afirmado "cuando la solidaridad intergeneracional ha desaparecido por haber
incurrido el legitimario en alguna de las conductas reprobables previstas en la ley es lícita su privación. No
resultaría equitativo que quien renuncia a las relaciones familiares y al respaldo y ayuda de todo tipo que
éstas comportan, pueda verse beneficiado después por una institución jurídica que encuentra su fundamento,
precisamente, en los vínculos parentales".

Esta argumentación, que se hace al aplicar la normativa del CC Cat., es perfectamente extrapolable al derecho
común, en la interpretación flexible de la causa de extinción de pensión alimenticia que propugnamos, porque
la solidaridad familiar e intergeneracional es la que late como fundamento de la pensión a favor de los hijos
mayores de edad, según la doctrina de la sala ya mencionada.

9.-  Ahora bien, admitida esta causa, por vía de interpretación flexible de las causas de desheredación, a efectos
de extinción de la pensión alimenticia, entraría en consideración el segundo plano a que hacíamos mención.

Sería de interpretación rigurosa y restrictiva valorar la concurrencia y prueba de la causa, esto es, la falta de
relación manifiesta y que esa falta sea imputable, de forma principal y relevante al hijo.

Precisamente por esta interpretación restrictiva, las Audiencias Provinciales de Cataluña, que sí tienen un
precepto expreso que prevé esa causa de extinción de la pensión de alimentos, han desestimado la extinción
cuando, constatada la falta de relación manifiesta, no aparecía probado que tal circunstancia se atribuyese única
y exclusivamente al hijo alimentista (sin ánimo de una cita prolija, SAP Lleida, sec. 2.ª, 385/2014, de 24 de
septiembre ; SAP Tarragona, sec. 1.ª, 147/2017, de 23 de marzo ; SAP Barcelona, sec. 12.ª, de 2 de enero de 2018
, y SAP Barcelona, sec. 18.ª de 29 de junio de 2017 , entre otras.).

CUARTO.-  Si se aplica la doctrina expuesta a las sentencias de las instancias, pues, aunque la recurrida es
la de la audiencia, lo cierto es que ésta remite a la de primera instancia en lo fáctico y en lo jurídico, hemos
de hacer dos consideraciones:
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(i)No se comparte, por lo ya expuesto, que se afirme "abstracción hecha de si la reiterada e ininterrumpida
carencia de relaciones afectivas y de comunicación es achacable al padre o a los hijos, aspecto éste que es
irrelevante en este momento dada la mayoría de edad de ésta".

Por el contrario, mantenemos que sí es relevante, pues para apreciar esa causa de extinción de la pensión ha
de aparecer probado que la falta de relación manifiesta entre padre e hijos, sobre la que no existe duda, era, de
modo principal y relevante, imputable a éstos.

(ii) Este carácter principal y relevante, de intensidad, no lo da por probado la propia sentencia, pues recoge que
"puede" ser imputable a los alimentistas, esto es, categóricamente no lo tiene claro, y añade "sin que ello reste
responsabilidades al padre por su falta de habilidades".

Se colige de esto último que esa falta de relación no es imputable a los hijos, con la caracterización de principal,
relevante e intensa, a que hemos hecho mención.

Si la interpretación, según lo ya reiterado, ha de ser restrictiva y la prueba rigurosa, no puede apreciarse que
concurra causa de extinción de la pensión alimenticia."

En el supuesto de autos ha de observarse este criterio, pues el progenitor recurrente no acredita con la seriedad
y rigor exigible, cuando tan solo a él incumbe el onus probandi o carga de la prueba ( artículo 217 de la
L.E.Civil), que la falta de relación entre padre e hijo, sea imputable a  Damaso  en exclusiva, bien al contrario,
se revela atribuible en las actuaciones, según se infiere de la amplia prueba documental incorporada, diversas
resoluciones judiciales, entre otras, sentencia de 4 de julio de 2.014, auto de 24 de marzo de 2.016, informe del
Ministerio Fiscal de 30 de julio de 2.014, dictamen pericial psicosocial de 4 de marzo de 2.015 (documentos
obrantes a los folios 55 y siguientes y 93 a 97, a los que nos remitimos y damos por reproducidos en aras a
la brevedad), al crónico desorden y disfuncionalidad familiar, a la falta de herramientas y habilidades por parte
del padre, a la imagen altamente negativa que la progenitora ha transmitido desde la ruptura a los comunes
descendientes, que han vivido y crecido en esa actitud erosionante de la figura paterna por parte de la madre,
con respaldo judicial del rechazo y abstención de los adultos (los dos, no solo la madre) de desligar sus
intereses personales y económicos del ejercicio parental sobre el menor, preservándole del conflicto parental
en el que le han sumido.

En consecuencia, no puede responsabilizarse ahora a  Damaso  de no mantener relación con el padre, ni
desearla; su comportamiento no puede tratarse como causa de desheredación, de donde no cabe en modo
alguno por tal motivo suprimirse la pensión de alimentos a cargo del progenitor, en un momento en el que
aún se encuentra el descendiente en periodo de formación, la que no ha concluido, sin que alegue siquiera
el progenitor falta de aprovechamiento en los estudios, no realizando actividad laboral y subsistiendo el
presupuesto convivencial.

No concurre la causa de extinción por más que no exista relación, se halle ausente el afecto y se tenga una
deteriorada imagen del padre, pues de ello no es realmente  Damaso  el responsable, sino que le viene dado
por la previa actitud de los adultos.

Procede por lo expuesto, la desestimación del recurso, con lógica confirmación de la disentida.

CUARTO.- Al haberse desestimado el recurso, se ha de condenar al apelante al pago de las costas que se
puedan generar en la presente alzada, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 398 de la L.E.Civil.

QUINTO.- La desestimación del recurso, determina la pérdida del depósito constituido, de conformidad con
lo establecido en la Disposición Adicional 15ª de la Ley Orgánica 6/1985 de 1 de julio, del Poder Judicial,
introducida por la Ley Orgánica 1/2009, de 3 de noviembre, complementaria de la ley de reforma de la
legislación procesal para la implantación de la nueva oficina judicial.

Vistos, además de los citados, los artículos de general y pertinente aplicación.

III.- F A L L A M O S

Que, DESESTIMANDO el recurso de apelación interpuesto por Dº.  Adriano  frente a la sentencia de fecha 13
de diciembre de 2.021, recaída en autos de modificación de medidas seguidos por aquel contra Dª.  Mercedes
bajo el número 564/2.021, ante el Juzgado de Primera Instancia número 1 de los de Fuenlabrada, Madrid,
debemos CONFIRMAR Y CONFIRMAMOS íntegramente meritada resolución, condenando al apelante al pago
de las costas de la alzada.

Deberá darse legal destino al depósito consignado.
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MODO DE IMPUGNACION DE ESTA RESOLUCIÓN: Contra esta sentencia cabe interponer recurso
extraordinario por infracción procesal o recurso de casación, si concurre alguno de los supuestos previstos en
los artículos 469 y 477 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, en el plazo de veinte días y ante esta misma Sala, previa
constitución, en su caso, del depósito para recurrir previsto en la Disposición Adicional Decimoquinta de la Ley
Orgánica del Poder Judicial, debiendo ser consignado el mismo en la cuenta de depósitos y consignaciones
de esta Sección, abierta en el Banco Santander, S.A., Oficina nº 3283 sita en la calle Capitán Haya nº 37, 28020
Madrid, con el número de cuenta 2844-0000-00-0812-22, bajo apercibimiento de no admitir a trámite el recurso
formulado.

Así, por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.

PUBLICACION.- Firmada la anterior resolución es entregada en esta Secretaría para su notificación, dándosele
publicidad en legal forma y expidiéndose certificación literal de la misma para su unión al rollo. Doy fe

La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha sido dictada sólo
podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal que los mismos contuvieran y con
pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de las personas que requieran un especial deber de
tutela o a la garantía del anonimato de las víctimas o perjudicados, cuando proceda.

Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con fines contrarios
a las leyes.
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